
Supóngase que el gobierno lleva adelante un plebiscito 
preguntando si debe permitirse o prohibirse la investi-
gación genética en embriones humanos. Uno podría 
tomar tres caminos ante esa situación, dado que el 
voto es obligatorio; a saber: votar a favor de la permi-
sión, de la prohibición o abstenerse. Cualquiera sea la 
decisión a la que haya llegado, la misma está sujeta a 
razones que responden a algún tipo de creencia sobre 
el tema en cuestión. En lo que hace a un compromiso 
mínimo con los temas propios de la ciudadanía, es es-
perable que la creencia que haya guiado su decisión 
esté justificada sobre la base de razones, es decir, que 
no haya sido escogida al azar —tirando los dados, por 
ejemplo—. Ahora bien, queda claro que esas razones 
que guiaron su decisión pueden estar sostenidas, o 
bien por ciertas creencias básicas cuya justificación no 
depende de otras creencias (fundamentismo), o bien 
porque son coherentes con otro conjunto de creencias 
antes aceptado (coherentismo). Sea cual fuere la cir-
cunstancia, debería advertirse aquí un punto importan-
te respecto a este tipo de razones que entraron en jue-
go en el problema que se ha planteado: las razones 

que son parte de un diálogo político democrático en 
una sociedad plural precisan ser, en algún punto, sus-
tancias que puedan ser individual y conjuntamente so-
pesadas y aceptadas en la argumentación pública des-
tinada al establecimiento de políticas públicas. Articular 
razones en un foro político público implica necesaria-
mente que estas sean concebidas como intercambia-
bles, contables, asentables en el espacio argumentati-
vo. Ahora bien, tal articulación está asediada por el 
problema de cómo se conocen o se reconocen las ra-
zones que pueden compartir los ciudadanos que adhie-
ren a diferentes doctrinas comprehensivas o concep-
ciones del bien. En lo que sigue, presentaré tres 
modelos de razón pública que surgen a partir de la 
perspectiva presentada por Rawls y que se despliegan 
en las concepciones deliberativas de la democracia. En 
consecuencia, el trabajo sostiene que el ámbito de la 
razón pública rawlsiana permite esbozar cómo, desde 
las diferentes doctrinas comprehensivas, se puede ins-
taurar un ámbito de coexistencia y coherencia de razo-
nes diferentes, e incluso encontradas, que buscan im-
plantarse como premisas comunes en la argumentación 
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pública al momento de definir problemas de justicia 
básica como el planteado al inicio. Entendemos que el 
ámbito propiciado en ese contacto y diálogo continuo 
que establecen los ciudadanos que pertenecen a doc-
trinas comprehensivas contrarias puede concebirse 
como un frágil equilibrio que debe ser continuamente 
revitalizado por un compromiso necesario con ciertos 
valores políticos. 

Razón pública rawlsiana

Existe una relación dinámica entre las creencias, ra-
zones y acciones que poseen los ciudadanos de una 
sociedad plural y democrática. Las creencias u opi-
niones que tiene un ciudadano acerca de cómo ‘es’ el 
mundo y cómo ‘debería ser’ proveen de ciertas razo-
nes a modo de respaldo, de forma tal que las accio-
nes que decide llevar a cabo a lo largo de su vida 
pueden justificarse en algún punto y de alguna mane-
ra para él. Asimismo, un ciudadano puede reconocer 
que posee ciertos criterios de justificación en el ám-
bito privado que no necesariamente coinciden y son 
los mismos que se dan en un ámbito público. En par-
ticular, las razones públicas son aquellas que tienen 
cierta fuerza e influencia persuasiva sobre nosotros 
en cuanto ciudadanos de una sociedad democrática, 
sin importar cuál sea la concepción del bien que per-
sigamos, pues se ajustan a criterios de justificación 
imparcial propios de un ámbito público. Ahora bien, 
estas razones no solo revisten un tipo de fuerza exó-
gena que va del foro político a la cultura pública sino 
que, por otro lado, estas ideas también se sedimen-
tan en el interior de las distintas doctrinas compre-
hensivas razonables. En tal sentido, el universo de 
esta pluralidad de razones no sería más que una cris-
talización que surge a través de la praxis política de 
los ciudadanos qua ciudadanos y de las instituciones 
políticas en las que están comprendidos. 

Así pues, dentro del espacio político o del espa-
cio público cada ciudadano le concede singularmente 

algún peso normativo considerable a ese conjunto de 
razones que llamamos públicas. Consiguientemente, 
esas razones públicas, tal como las entiende Rawls, lo 
serían al menos en tres sentidos, a saber: por un lado, 
como razones compartidas por los ciudadanos; por otro 
lado, razones que se aplican a materias vinculadas con 
el bien público; y, por último, razones factibles de ser 
promulgadas de modo plenamente público, desde un 
lenguaje y desde valores políticos comunes, una espe-
cie de lingua franca. 

Dentro de la influyente obra filosófica de Rawls, 
el concepto de razón pública no aparece sistemática-
mente expuesto en su trabajo más reconocido, Teoría 
de la justicia (1971), punto de inflexión de la filosofía 
práctica en el siglo XX. A pesar de ello, ciertos autores 
sostienen que la noción de razón pública podría ha-
llarse implícita detrás de dos ideas fundamentales de 
Teoría: el cumplimiento del principio de publicidad y 
las exigencias a las que debe atenerse la justificación 
en “la posición original” (Rawls, 2006, p. 29 y ss).1 
Luego de una serie de artículos aparecidos desde fines 
de los 70 hasta fines de los 80 que tenían como pro-
pósito ir sorteando las diferentes objeciones de las que 
fue objeto Teoría, se publica Liberalismo político; allí 
se propone una concepción política —no plenamente 
comprehensiva— que permitiría procurar las bases de 
la estabilidad en una sociedad pluralista y la justa coo-
peración entre ciudadanos enfrentados por sus intere-
ses y creencias. Es en ese trabajo donde aparece la 
idea de razón pública y se presenta sistemáticamente 
mostrándose como el espacio de encuentro delibera-
tivo y político de la sociedad democrática y plural, es-
pacio en el que creencias, conocimientos y valores se 
articulan y entran en colisión y coalición para generar 
el marco político. 

La razón pública aparece con claridad como un 
organon adecuado por el cual la sociedad puede ase-
gurar la imparcialidad y la reciprocidad en las deci-
siones que conciernen al bien común; es el modo en 
el que racionalidad pública y racionalidad individual 
y sectorial se intersecan y definen las bases procedi-
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mentales que pautarán el tratamiento de ciertas leyes 
políticas en una sociedad democrática. En las dis-
tintas presentaciones del concepto de razón pública, 
Rawls sostuvo en sustancia una misma idea-fuerza; 
en sus palabras: “[es la razón] de los ciudadanos en 
cuanto tales, es la razón del público; su objeto es 
el bien público y cuestiones de justicia fundamen-
tal; y su naturaleza, su contenido, es público” (Rawls, 
2004, p. 248). 

Si nos enfocamos particularmente en la definición 
de razón pública dada por Rawls, podemos observar 
que posee tres características centrales: (i) se atiene a 
un ámbito de aplicación predefinido: esencias consti-
tucionales y problemas de justicia básica;2 (ii) puesto 
que se aplica a esos asuntos, no todos los ciudadanos 
deben atenerse a ella en todo momento; compete a  
los que ejercen cargos estatales en el ámbito judicial, 
legislativo y ejecutivo, a los políticos en campaña y a 
los ciudadanos rasos en el momento en que deberían 
decidir el sufragio; (iii) su contenido está dado por el 
lenguaje, las lógicas de acción aceptadas y los valores 
políticos instituidos y solidificados por todas aquellas 
concepciones políticas razonables que hacen a la vida 
pública y democrática.3

Rawls considera que la existencia de un acuer-
do moral general es impensable dado el factum del 
pluralismo, pero que, sin embargo, algunos acuer-
dos necesarios que hacen a la estructura social son 
plausibles cuando los actores reducen o moderan 
ciertas pretensiones epistémicas e intentan estable-
cer algún conjunto acotado de acuerdos que se ciñan 
estrictamente a materias propias del espacio público 
y político.  

Para Rawls, la tensión entre universalismo-di-
versidad, pluralismo-singularidad, se puede armoni-
zar tanto en el plano político como en los recursos 
comunicacionales que la atraviesan. La alternativa 
a este planteo filosófico-político es describir y a su 
vez concebir a la democracia agónicamente como un 
campo de batallas por imponer una concepción en 

particular. No obstante, si hay un reconocimiento de 
los desacuerdos morales profundos que coexisten en 
la sociedad —v.g. ¿debería permitirse el avance de la 
investigación en embriones humanos?— y si existe un 
reconocimiento de que los puntos de contacto pue-
den ser muy pocos entre las doctrinas comprehen-
sivas enfrentadas, entonces, sobre aquellos asuntos 
que precisan ser acordados —que no son todos, aun-
que sí son los más importantes— es necesario hacer 
un uso público de la razón como el propuesto por el 
liberalismo político. En cada deliberación en la que 
se ponga en juego la definición de esencias constitu-
cionales o bien cuestiones de justicia básica, la razón 
pública obliga moral, no legalmente, a los participan-
tes a comprometerse en la búsqueda de argumentos y 
razones compartidas —o compartibles— para fundar 
públicamente, vía un tipo de reciprocidad, la legitimi-
dad de lo decidido. 

La democracia en cuanto sistema que busca su 
estabilidad implica necesariamente que los ciudada-
nos se relacionen políticamente entre sí como libres 
e iguales, y es por ello que atender a este tipo de 
razones en los ámbitos precisados, fortalece el desa-
rrollo de una sociedad plural en términos profundos, 
no superficiales. Este espacio demarcado permitiría 
diálogos constructivos evitando que convirtamos en 
extraños morales a aquellos que poseen doctrinas 
opuestas a las nuestras. Asimismo, este espacio de 
diálogo vía la razón pública impide que las leyes del 
Estado sean un instrumento de internalización forza-
da de las creencias de las mayorías (Busdygan, 2013, 
p. 89). La razón pública es la apuesta por un espacio 
de respeto profundo al pluralismo y la búsqueda de 
los términos de cooperación más justos. Por ello, su 
contenido se apoya en aquellos términos que todos 
podrían considerar como los más razonables, porque 
las decisiones democráticas no deberían estar sujetas 
ni a justificaciones sesgadas ni a un recuento de vo-
tos que se sostiene únicamente en preferencias sub-
jetivas. Para Rawls, cuando reconocemos el deber de 
civilidad nos comprometemos a la construcción políti-
ca de una sociedad en la que el pluralismo permite la 
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reciprocidad entre sus ciudadanos; léase con ello: una 
disposición abierta a escuchar los argumentos de los 
demás y a evaluarlos con imparcialidad, a la vez que 
propiciar al debate razones asequibles a quienes no 
piensan como nosotros.4 En conclusión, la razón pú-
blica es un compromiso con una noción de democra-
cia densa que precisa de la deliberación para orien-
tar ciertos fines colectivos, y que estima sumamente 
valioso el pluralismo. En lo que sigue detallaremos 
algunos puntos que es menester que sean pensados 
en torno a la idea de razón pública.

	

Razón pública: modelos en disputa

En la teoría política de Rawls aparece claramente es-
cindido el foro político público de la cultura de trasfon-
do. Solo en el primero de estos espacios debiera ejer-
citarse la razón pública, puesto que es el ámbito de 
decisiones y definiciones de las políticas que rigen la 
estructura básica de la sociedad. La cultura de tras-
fondo, compuesta por el extenso ámbito de la cultura 
social en general en el que aparecen las universida-
des, las iglesias, los clubes, etc., tiene razones y for-
mas de demandas que poseen sus propias lógicas. Allí 
no tiene injerencia la razón pública, ni se espera que 
la tenga; y por tanto, aunque las razones no públicas 
pueden ser valiosas intramuros, no deberían irrumpir 
en el foro político. 

A partir de semejante escisión trazada por el fi-
lósofo norteamericano nos preguntamos: ¿deberíamos 
esperar algo de las razones no públicas que poseen las 
doctrinas comprehensivas por fuera de esos espacios? 
Es importante poder establecer qué delimita que algo 
pertenezca o no a esa cultura público-política de la 
que surgirán argumentos que satisfagan el principio de 
reciprocidad; es decir, ¿qué es lo que está dentro de 
esa cultura y qué no?, ¿cómo y quién/es establece/n lo 
que queda dentro de esa esfera?, ¿qué método/s de-
cisorio/s se puede/n establecer para definir la perti-
nencia o no de los contenidos que se presentan como 

respaldos justificativos? Es necesario saldar este pro-
blema si el liberalismo político pretende ser una base 
moral política —no plenamente comprehensiva— de 
las instituciones democráticas en una sociedad que se 
reconcilia con el factum del pluralismo. 

Al momento que se establecen los ámbitos de 
injerencia de la razón pública, Rawls asienta algunas 
fronteras teóricas que producirán distintos modelos 
de razón pública, y, consecuentemente, deja cerrada 
para muchas ocasiones la posibilidad de que las ra-
zones no públicas aparezcan dentro de ciertos espa-
cios políticamente importantes. A pesar de que Rawls 
tuvo una posición dinámica sobre dónde y cómo debe 
trazarse esa frontera entre razones públicas y no pú-
blicas, Liberalismo y trabajos posteriores nos propor-
cionan una cuestión clave que nos permite estudiar 
tres modelos diferentes de razón pública: la razón pú-
blica excluyente (Rpe), inclusiva (Rpi) (Rawls, 2004, 
p. 283) y la concepción amplia (wide) de la razón 
pública (Rpa) (Rawls, 2004a, p. 26). Cada uno de 
ellos constituyen modelos normativos que permiten 
abrir una serie de cuestiones, a saber: ¿cuál/es distri-
buye/n más equitativamente los beneficios y las car-
gas al momento de estipular las razones y los modos 
de argumentar que integran la deliberación política?, 
¿cuál/es de esos modelos introduce/n estipulaciones 
arbitrarias que perjudiquen a algún sector de la ciu-
dadanía en particular?, ¿cómo resuelve cada uno de 
ellos, dentro del ámbito deliberativo, ciertos proble-
mas específicos en torno a valores fundamentales de 
las doctrinas que pueden entrar en colisión con nor-
mativas públicas?

Para el primero de estos modelos (Rpe), no debe 
introducirse en la discusión de las materias de la ra-
zón pública ningún término proveniente de las doc-
trinas comprehensivas que no se presente como una 
razón pública o se adecue en alguna medida. Aquí es 
fuerte la cláusula que impide que la doctrina pueda 
aparecer en forma de apoyo argumentativo a riesgo de 
romper los deberes de reciprocidad. Esta concepción 
excluyente permite sin problemas que puedan darse 
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las razones públicas que la doctrina posee, pero es 
imposible que se acepten contenidos que no sean tra-
ducidos a razones públicas. Este primer modelo es 
quizás el más discutido porque en varios puntos que 
hacen a la abstinencia epistémica de los interlocuto-
res parece lesionar en alguna medida la libertad de 
expresión de algunos sectores, cerrando la receptivi-
dad a un conjunto de razones que no serían factibles 
de ser traducidas a ese idioma público y político. Vale 
decir que no se impide a nadie que se exprese como 
quiera sino que evita que se hagan esfuerzos para 
que estas visiones sean comprendidas tal como ellos 
pretenden ser comprendidos (v.g. un ciudadano no re-
ligioso no estaría obligado moralmente a tratar de in-
terpretar si es aceptable o no la exégesis de un pasaje 
bíblico que se da en apoyo a un reclamo político). Con 
esta concepción de la razón pública se abre un espa-
cio impermeable a cualquier tipo de expresión distin-
ta a ella que quiera intervenir en cuestiones políticas 
fundamentales. Otro problema que se presenta a la 
Rpe es que no se entiende claramente si supone una 
extensión de razones públicas suficientemente aca-
bada que podría dar respuesta a cualquier problema 
de la arena pública (completitud), o por el contrario, 
podría nutrirse de otras razones ensanchando así su 
extensión. En el caso de que la razón pública fuese 
lo suficientemente extensa, en ella se albergarían to-
das las respuestas a los distintos problemas políticos 
que una sociedad puede plantearse y esas respuestas 
deductivamente deberían ser inferidas a través de las 
deliberaciones públicas. Pero, ciertamente, es difícil 
que este sea el caso, y el núcleo de razones públi-
cas válidas debe ser engrosado y quizás en alguna 
medida resignificado por cada comunidad delibera-
tiva en diferentes tiempos. En este caso, si la razón 
pública debiera extender sus límites, correspondería 
preguntarnos desde dónde y cómo podríamos hacer 
tales aportes a su extensión sin violar la cláusula que 
define a la Rpe evitando que las razones no públi-
cas interfieran en las deliberaciones. Ahora bien, no 
solo pueden apuntársele dudas a este modelo, pues 
permite ciertos beneficios al momento de decidir po-
líticas públicas en aquellas discusiones en las que 

son escasos los recursos racionales compartidos, por 
ejemplo, la cuestión del aborto o la investigación en 
embriones.  

El segundo modelo de razón pública (Rpi) esta-
blece un criterio de demarcación más amplio que el 
anterior en tanto permite que, en ciertos casos, las 
doctrinas comprehensivas se presenten como una for-
ma de respaldo a valores que podrían provenir de la 
razón pública. Rawls declaró que inicialmente la Rpe le 
pareció la alternativa correcta, pero que pensadores de 
la talla de Gutmann y Solum hicieron que cambiara de 
opinión en favor de otro modelo, la Rpi (Rawls, 2004, 
p. 282). Lo definitorio de esta concepción inclusiva 
es que habría ciertas situaciones sociopolíticas que 
ameritarían recostarse en una utilización de razones 
epistémica o metafísicamente sesgadas: cuando la so-
ciedad no está bien ordenada y ciertas razones no pú-
blicas dan respaldo de algún modo a las conclusiones 
que podrían deducirse de la razón pública. El ejemplo 
que recurrentemente da de esto está relacionado con 
la igualdad entre las personas y el esclavismo. En ese 
sentido, sostiene que cuando una sociedad llega a esta 
conclusión y abraza ese valor, no debiera impugnarse 
su adquisición si se hubiese dado por medio de discur-
sos religiosos o desde algún punto de vista ético ses-
gado. Dado que la igualdad entre las personas es un 
principio que podría demostrarse desde la razón públi-
ca, deberíamos tomarlo sin cuestionarnos qué razones 
no públicas pueden llegar de derivar ese principio (i.e. 
la igualdad a ‘los ojos de Dios’, la formulación del im-
perativo categórico o la creencia en algún mito). A ve-
ces premisas falsas y modos de inferencia incorrectos 
pueden llevarnos a una conclusión verdadera; en ese 
caso, ¿por qué no quedarse con esa conclusión si la 
misma refuerza la aprehensión de un valor político caro 
a la cultura democrática? En principio, parece dema-
siado fuerte un modelo de Rpe que evite que cualquier 
razón no pública juegue a favor de algunas conclusio-
nes deducibles de la razón pública. En ese sentido, la 
Rpi se muestra como un modelo más amplio y flexible, 
que en ciertas ocasiones —cuestión problemática— 
es receptivo a tomar las consideraciones que se ha-
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gan en el foro público sin preocuparse sobre cómo son 
presentadas. Sin embargo, queda abierta la pregunta 
sobre las consecuencias de tal aceptación, es decir, si 
la admisión de razones no públicas tanto en espacios 
deliberativos ideales como reales no podría traer con-
sigo problemas que terminen imposibilitando el diálogo 
(Pitt, 2008). En otros términos, puede presuponerse 
que detrás de tal aceptación puede introducirse un 
caballo de Troya que termine por hacer imposible la 
deliberación política y mine las condiciones propicias 
para la construcción de políticas legítimas. 

  Para algunos teóricos referentes centrales de la 
democracia deliberativa como Habermas o Benhabib, 
es un error fijarle cualquier límite a la razón pública.5 
Y en tal sentido proponen un modelo de racionalidad 
deliberativa absolutamente abierto y permeable a los 
modos de razonar de los distintos sectores religiosos, 
políticos y morales que constituyen la sociedad. La 
concepción amplia de razón pública (Rpa) considera 
que debe darse discusión a cualquier razón que in-
tervenga en los asuntos públicos y, a la vez, que no 
debería incluirse en la agenda de tratamiento única-
mente un conjunto determinado de temas o asuntos, 
sino que esto debe ser decidido por las lógicas y di-
námicas particulares que se den en la deliberación. 
La Rpa concibe fructuoso que las doctrinas compre-
hensivas se introduzcan y sean discutidas por la razón 
pública, permitiéndose así un conocimiento profundo 
de cuáles son los fundamentos de aquellos que no 
piensan igual. Así, constituiría una equivocación pres-
cindir de la polifonía en las deliberaciones solicitando 
abstenciones o moderaciones epistémicas, pues para 
esta concepción las alusiones a razones no públicas 
enriquecen la cultura política. Pero aún más, esta vi-
sión sostiene que no es preciso presentar las razones 
en forma enunciativa o argumentativa, sino que deben 
admitirse relatos de experiencias, testimonios, decla-
raciones, expresiones artísticas, etc. 

Entre muchos puntos interesantes que propone 
este modelo, uno es que puede dejar atrás la pregun-
ta que le habíamos hecho a la Rpe: ¿qué nos hace 

suponer que el contenido de la razón pública sea lo 
suficientemente extenso y además rico como para que 
nos permita elaborar cualquier tipo de argumento al 
momento de dirimir deliberativamente ciertos des-
acuerdos profundos? Sin embargo, por contraposición 
es necesario preguntarnos ¿cuánta sustancia puede 
acumular un tipo de racionalidad pública cuya exten-
sión es tan amplia? La Rpa es el modelo normativo que 
intenta enriquecer epistémicamente el espacio político 
a partir de cualquier tipo de contribución que pueda 
hacerse desde los distintos sectores de la sociedad. No 
obstante, si la Rpi podía traer aparejados ciertos pro-
blemas de intraducibilidad e incomunicabilidad entre 
los distintos tipos de razones, con mayor motivo esos 
mismos problemas aparecerán profundizados en un 
modelo de razón pública más amplio que no está cir-
cunscripto a ser considerado solo en ciertas ocasiones 
sino en cualquiera. La Rpa trae consigo el interrogante 
de cuál es el punto desde donde se establecerían los 
criterios de traducibilidad necesarios para entender los 
términos teóricos más controversiales —y opuestos— 
que presenten doctrinas comprehensivas enfrentadas. 
Asimismo, se abre el interrogante de cómo los criterios 
de justificación individuales devienen en algún tipo de 
criterio de justificación público e imparcial. La aplica-
bilidad de este modelo a sociedades que no están bien 
ordenadas en principio parece ser muy complicada, 
pues debería proponerse como mínimo algún(os) pa-
trón(es) de traducibilidad de ciertos conceptos nodales 
a las distintas doctrinas comprehensivas; deberían pro-
ponerse espacios políticos en los que los opuestos se 
acerquen sin que las identidades se desvanezcan. Esto 
último parece redirigirnos a las adecuaciones que las 
razones realizan, y precisan hacer, en los requerimien-
tos del modelo Rpe.     

Consideraciones finales

Cada uno de estos tres modelos de razón pública que 
hemos mencionado abre dos grandes cuestiones de or-
den superior. En primer lugar, aparecen los problemas 
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respecto de cómo cada modelo delimita exigencias que 
deben cumplimentar los ciudadanos como partícipes 
de la razón pública. Detrás de cada modelo de razón 
pública no solo se halla una concepción normativa de 
la razonabilidad política sino que además se presumen 
ciertas cualidades y motivaciones en los ciudadanos 
que integran el espacio deliberativo. El análisis crítico 
de la plausibilidad de cada uno de estos modelos es 
una tarea por realizar en el momento que podamos 
poner en claro qué tipo de ciudadano o de cultura po-
lítica supone o está implicado en cada modelo. En se-
gundo lugar, aparecen los aspectos en torno a la capa-
cidad resolutiva que puede tener cada uno de estos 
modelos a propósito de diferentes formas de desacuer-
do moral profundo. Dentro del pluralismo razonable, 
los ciudadanos encontrarán una serie de desacuerdos 
también razonables —porque, para Rawls, son produc-
to de las cargas del juicio (Rawls, 2004a, p. 62) — en 
cuanto a intereses y preferencias, por un lado, y res-
pecto de ciertos valores fundamentales. Es también 
una tarea a realizar preguntarnos sobre el rango de 
eficacia que presenta cada uno de esos modelos de 
razón pública a propósito de esos dos tipos de des-
acuerdos. La pregunta acerca de la posibilidad de in-
vestigar sobre embriones humanos encaja dentro de 
estas cuestiones en las que existen desacuerdos pro-
fundos y aparecen razones contrapuestas de un lado y 
otro. Como es probable que sea el método del voto el 
que decida entre alternativas equipotentes, es impor-
tante que la razón pública esté operando en estos pro-
blemas, mas es complicado definir cuál es el modelo 
que mejor colma los requerimientos de este problema 
moral y político. 

Sea cual sea el modelo de razón pública que es-
tablezcamos, debe poner en claro qué operará como 
criterio decisorio del compartimiento de razones entre 
ciudadanos que participan de doctrinas comprehensi-
vas opuestas. En otros términos, cuando una comu-
nidad de hablantes comparte valores, códigos y for-
mas de comunicación, un mismo lenguaje y su marco 
referencial, está muy claro que al momento de cons-

truir un razonamiento colectivo, los ciudadanos saben 
cuáles son las premisas (razones) que comparten; allí 
no constituye mayor problema definir qué premisas se 
comparten sino más bien qué modo de inferencia sería 
el mejor. Empero, si la comunidad de diálogo está in-
tegrada por sujetos que parten de doctrinas diferentes, 
incluso contradictorias, es preciso saber qué definirá 
que compartimos ciertas premisas elementales, cier-
tos conceptos básicos de los que debemos partir para 
razonar conjuntamente. Preguntarnos cómo se puede 
llegar a ese punto común de partida, es preguntarnos 
también ¿quién/quiénes es/son el/los que decide/n que 
aquellos que piensan distinto comparten una misma 
interpretación de ciertas premisas problemáticas?; 
¿cómo se establece ‘la interpretación’ de ciertos tér-
minos normativos como ‘persona humana’, ‘libertad’, 
‘igual respeto a la vida humana’, ‘dignidad humana’?; 
¿es un tercero quien decide esto —digamos un filósofo 
rey—, es una elite, es la comunidad o es uno mismo?; 
¿ese juez o esos jueces, si existe/n, está/n por fuera de 
la razón pública en cuanto delimitadores de la misma? 
El criterio de decisión que establece que compartimos 
las mismas creencias y podemos partir de las mismas 
premisas puede enmarcarse en la propia comunidad 
o bien por fuera de ella. Esto significa que, para la 
definición de ciertos términos en disputa puede propi-
ciarse, o bien cierto internalismo en el que aparecerá el 
sentido que le dé una comunidad determinada (sensus 
communis), o bien cierto externalismo objetivista.

Establecer que la razón pública es el punto de 
partida desde el cual la deliberación debe buscar ase-
gurar la legitimidad de las leyes ha sido el objeto de 
este trabajo. Asimismo, como hemos mostrado, esto 
no es una cuestión aproblemática, porque luego de 
describir este tipo de razón y reconocer tres modelos 
de la misma, ahondamos sobre diversas cuestiones 
que se abren en cada caso. Allende de estos interro-
gantes que deben ser respondidos, la razón pública no 
deja de presentarse como una concepción con un po-
tencial muy atractivo y de suma importancia para una 
sociedad democrática y plural.
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